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2. Tratar de alcanzar a la brevedad
posible un poder judicial que fun-
cione a cabalidad.
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3. Se han registrado avances en mate-
ria de investigación y sanción por
las violaciones de los derechos hu-
manos durante la dictadura. A la
presente fecha, la mayoría de las

3. Cumplir con la obligación de inves-
tigar y sancionar a los responsables
de las violaciones de los derechos
humanos, mediante sentencias de-
finitivas y firmes.
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La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recomendó en el
2001 al Estado paraguayo:

1. Adoptar políticas planificadas a
corto, mediano y largo plazo para
tratar de eliminar o reducir las si-
tuaciones de impunidad.

�� �����	
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1. Se inició el proceso de reforma le-
gislativa, en particular la reforma
penal. Actualmente están vigentes
la ley 1.160/97 (Código Penal) y la
ley 1.286/98 (Código Procesal Pe-
nal, CPP), que reemplazaron a los
códigos obsoletos que regulaban la
materia. En 1999 se sancionó y pro-
mulgó la ley 1.444 con el fin de “re-
gular el período de transición” en-
tre el antiguo y el nuevo sistema
penal. Existe un proyecto de Ley de
Ejecución Penal que está pendien-
te de remisión para el estudio en el
Congreso de la Nación.

2. El Poder Judicial desde la reforma
constitucional se encuentra en un
proceso de fortalecimiento y perfec-
cionamiento, y hay coincidencias en
todos los sectores de la sociedad
sobre la necesidad de profundizar
los cambios para mejorar la admi-
nistración de justicia.
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4. Designar defensor del Pueblo pre-
visto en la Constitución.

4. El Congreso de la Nación designó a
los señores Manuel Páez Monges y
Héctor Raúl Marín como defensor
del Pueblo y defensor del Pueblo
adjunto, por resolución n° 768 de
fecha 11 de octubre de 2001. Ya se
ha iniciado en el Congreso de la Na-
ción el proceso de selección de ter-
na para la elección del nuevo de-
fensor del Pueblo.

violaciones durante la dictadura han
sido investigadas y castigadas. La
Corte Suprema de Justicia cuenta
con una Unidad de Derechos Hu-
manos establecida por resolución n°
759/00 y aprobó en agosto de 2002
(acta n° 31 de la CSJ) un plan estra-
tégico que está en ejecución. Existe
un Centro de Documentación y Ar-
chivo para la Defensa de los Dere-
chos Humanos, dependiente de la
CSJ.

5. Tomar en cuenta los “Principios y
directrices básicos sobre el derecho
de las víctimas de violaciones a los
derechos humanos y al derecho hu-
manitario internacional, a obtener
reparación” preparados por el rela-
tor especial de la ONU Theo Van
Boven.

5. En el Paraguay está vigente la ley
838/96, “que indemniza a las vícti-
mas y o a sus familiares por las vio-
laciones de los derechos humanos
durante la dictadura 1954-1989”.

6. Crear una comisión investigadora,
independiente e imparcial, que ela-
bore un informe sobre las muertes,
desapariciones, torturas y demás
violaciones cometidas en la época
de la dictadura.

6. El Congreso de la Nación sancionó
la ley n° 2.225 que crea la Comi-
sión de Verdad y Justicia el 11 de
septiembre de 2003, promulgada
por el Poder Ejecutivo el 6 de octu-
bre de 2003.
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La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recomendó en el
2001 al Estado paraguayo:

1. Tome las medidas necesarias para
que la puesta en práctica del nuevo
sistema procesal penal se realice de
manera rápida y efectiva.

�� �
�	�	
����	���
����
�	�	�
��
������
�������


1. En el año 1999 se sancionó y pro-
mulgó la ley 1.444 con el fin de “re-
gular el período de transición” en-
tre el antiguo y nuevo sistema pe-
nal. Asimismo, se creó el Progra-
ma de Depuración de Causas, a fin
agilizar los procesos iniciados bajo
el procedimiento escrito y subsanar
el problema de retardo de justicia.
Actualmente está en funcionamien-
to la Oficina Técnica para la Imple-
mentación del CPC, dependiente de
la Corte Suprema de Justicia (CSJ).
Igualmente, la CSJ ha creado una
Oficina Técnica para la Implemen-
tación del Código de la Niñez y
Adolescencia, capítulo V (“Infrac-
tores a la ley penal”).

2. Se asegure la vigencia de las garan-
tías del debido proceso consagradas
en la Convención Americana a to-
dos los individuos sujetos a la ju-
risdicción del Estado paraguayo.

2. Los derechos procesales y la garan-
tía del debido proceso tienen rango
constitucional y están contenidos en
el capítulo II de la Constitución
Nacional de 1992; por tanto, su vi-
gencia está asegurada. Además, el
nuevo sistema penal es eminente-
mente garantista.

3. El Panchito López fue clausurado
definitivamente en julio de 2001.
Esta medida fue puesta a conoci-
miento de la Comisión. Los meno-
res recluidos fueron trasladados a
diferentes centros penitenciarios
por orden de la jueza de ejecución
penal interviniente y como medida
de urgencia. Más tarde fueron gra-
dualmente trasladados al Centro

3. Se tomen medidas inmediatas para
mejorar las condiciones carcelarias
en todos los establecimientos del
país, y se cierre de inmediato el Co-
rreccional de Menores Panchito
López.
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Educativo Itaguá. A finales del
2002 se han habilitado dos centros
modelo para adultos privados de li-
bertad, en Concepción y Encarna-
ción, en el marco de la reforma pe-
nitenciaria.

4. Se asegure la tramitación de los pro-
cesos penales dentro de un plazo
razonable.

4. El Código Procesal Penal establece
en su capítulo V el control de la
duración del proceso, disponiendo
que todo procedimiento tendrá una
duración máxima de tres años con-
tados desde el primer acto del pro-
cedimiento. Esta disposición está
vigente desde 1999, es decir, desde
dos años antes de la recomendación
de la Comisión.

5. Se dé plena vigencia al principio de
presunción de inocencia, de modo
que la regla general sea que no haya
individuos detenidos durante los
procesos, sin perjuicio de las excep-
ciones a dicha regla contemplada en
el derecho internacional.

5. La presunción de inocencia tiene
jerarquía constitucional; por lo tan-
to, su plena vigencia está debida-
mente garantizada y es fielmente
observada por los órganos jurisdic-
cionales sin excepción.
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La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recomendó en el
2001 al Estado paraguayo:
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1. Otorgar mayor prioridad y voluntad
política a los aspectos relacionados
con los derechos humanos de natu-
raleza social y económica.

2. Redoblar esfuerzos en adoptar polí-
ticas que procuren un incremento
económico del país que beneficie a
las clases sociales vulnerables.

3. Luchar contra la pobreza, utilizan-
do las siguientes estrategias:
– procurar el crecimiento econó-

mico en beneficio de los pobres;

1 y 2. El Poder Ejecutivo emitió el
Decreto 12.512/01 “por el cual se
dispone la ejecución y el cumpli-
miento obligatorio del Plan Estra-
tégico Económico y Social”
(PEES), vista la necesidad de im-
pulsar con urgencia un proceso de
reactivación económica y de creci-
miento social.

3 y 5. El Estado paraguayo toma debi-
da nota de las recomendaciones, las
cuales comparte plenamente. Re-
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– reestructurar los presupuestos;
– garantizar la participación;
– proteger los recursos ambienta-

les y el capital social de las co-
munidades pobres;

– eliminar la discriminación con-
tra las mujeres y los grupos mi-
noritarios.

afirma que se encuentra realizando
sus mejores esfuerzos para cumplir
con todas las recomendaciones
emanadas de los organismos inter-
nacionales en esta sensible área, en
la medida de sus posibilidades y
capacidades financieras. El presi-
dente de la República conjuntamen-
te con miembros del Gabinete So-
cial se han trasladado hasta los asen-
tamientos campesinos e indígenas
para verificar la situación en que se
encuentran estos grupos vulnerables
y han iniciado mesas de negocia-
ciones para impulsar proyectos de
autogestión y de asistencia integral.
Los aspectos que limitan el desa-
rrollo del país, además de factores
internos, son las trabas e inequida-
des del comercio internacional
(subsidios a la agricultura, altas ta-
sas arancelarias, etc.) y el trato no
preferencial como país sin litoral
marítimo, lo que imposibilita que
los productos paraguayos puedan
competir en igualdad de condicio-
nes en el comercio internacional.
Esta posición ha sido sustentada por
el Gobierno en la OMC.

4. Otorgar debida importancia y res-
peto a todo lo concerniente a los
derechos al trabajo, derechos sin-
dicales y seguridad social, incluyen-
do medidas destinadas a garantizar
el cumplimiento de la legislación
sobre salario mínimo.

4. Los derechos laborales están plena-
mente garantizados. En Paraguay
existe libertad sindical. El gobier-
no nacional se encuentra impulsan-
do profundas reformas en el ámbi-
to social, en particular en el Institu-
to de Previsión Social. El salario
mínimo recientemente fue reajus-
tado por decisión del Consejo de
Salario Mínimo, integrado por re-
presentantes de los sectores guber-
namental, obrero y empresarial. Fue
establecido por decreto del Poder
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Ejecutivo n° 20.400 de fecha 18 de
febrero de 2003, y reglamentado
por resolución del Viceministerio
de Trabajo n° 99 de fecha 24 de fe-
brero de 2003.

5. Otorgar prioridad a la solución de
los problemas estructurales relacio-
nados con la situación de la pobla-
ción campesina y con el derecho a
la salud de todas las personas.
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La Comisión Interamericana de

Derechos Humanos recomendó en el
2001 al Estado paraguayo:

1. Adoptar una ley que reglamente el
derecho de acceso a la información
en poder del Estado.
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1. La libertad de expresión del Para-
guay es uno de los principales lo-
gros de la transición democrática
iniciada en 1989 y el Estado le asig-
na una especial atención por cons-
tituir un elemento fundamental del
sistema democrático de gobierno.
Se halla regulada en el artículo 26
de la Constitución Nacional,

2. Promover la distinción entre perso-
nas públicas y privadas, despenali-
zando las injurias y calumnias en
contra de las personas públicas.

2. El hábeas data tiene rango constitu-
cional: “Toda persona puede acce-
der a la información y a los datos
que sobre él mismo, o sobre sus bie-
nes, obren en registros oficiales o
privados de carácter público, así
como conocer el uso que se haga
de los mismos y de su finalidad.
Podrá solicitar ante el magistrado
competente la actualización, la rec-
tificación o la destrucción de aque-
llos, si fuesen erróneos o afectaran
ilegítimamente sus derechos” (ar-
tículo 135).

3. Disponer las medidas necesarias
para asegurar la adecuada distribu-

3 y 4. El Estado realizará todas las ac-
ciones necesarias, legislativas, ad-
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ción de frecuencias radiales, de
acuerdo con criterios democráticos.

ministrativas y judiciales, para res-
ponder efectivamente a dichas re-
comendaciones, a los cuales brinda
una especial atención.

4. Tomar las medidas necesarias para
proteger la integridad física de los
comunicadores sociales, investi-
gando y sancionado a los responsa-
bles de las violaciones a la libertad
de expresión y del ataque a los co-
municadores sociales.
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La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recomendó en el
2001 al Estado paraguayo:
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1. El 30 de mayo de 2001 fue aproba-
da y sancionada la ley 1.680/01,
Código de la Infancia y la Adoles-
cencia, que establece y regula los
derechos, garantías y deberes del
niño y del adolescente. En cumpli-
miento de dicha ley, el 11 de agosto
de 2003 se realizó el lanzamiento
de la Política Nacional de Niñez y
Adolescencia y el Plan Nacional de
Acción por la Niñez y Adolescen-
cia. Asimismo, están en pleno fun-
cionamiento el Consejo y la Secre-
taría Nacional de la Niñez y la Ado-
lescencia y las CODENIS.

1. Se avance en la aprobación y rápida
instrumentación del Código de la
Niñez.

2. La ley 1.680 busca en primer térmi-
no la protección del menor al prever
la adopción de medidas socioeduca-
tivas para aquellos que han realizado
algún hecho punible. Establece igual-
mente que “sólo en caso de que di-
chas medidas no sean suficientes el
adolescente será castigado con me-
didas correccionales o con una medi-
da privativa de libertad”.

2. Se cumpla con la previsión de la
Convención Internacional sobre los
Derechos del Niño respecto de la
prisión como medida de ultima ra-
tio y se disponga la inmediata crea-
ción de nuevos centros de detención
adecuados a las obligaciones inter-
nacionales asumidas por el Estado.
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3. Se cierre de inmediato el Correccio-
nal de Menores Panchito López.

3. El Correccional de Menores Panchi-
to López fue cerrado definitivamen-
te, y los menores trasladados por
orden judicial a varios centros pe-
nitenciarios y asimismo al nuevo
Centro de Educación Integral. El
Gobierno de la República del Para-
guay continúa realizando sus es-
fuerzos para consolidar la reforma
integral del sistema de atención a
adolescentes en conflicto con la ley.
Recientemente ha finalizado la ela-
boración de un proyecto de Ley de
Ejecución Penal que será sometido
a consideración del Congreso de la
Nación.

4. Se impulsen políticas públicas di-
rigidas a asegurar que no haya ni-
ños ni niñas que vivan en la calle.

4. Al finalizar el año 2001 concluyó uno
de los programas de atención a la ni-
ñez y se dio inicio a otro. El primero
es el Programa de Atención a la Ni-
ñez Trabajadora de la Calle, con fon-
dos provistos por el Banco Interame-
ricano de Desarrollo, y el segundo, el
Programa de Atención a Menores en
Alto Riesgo, con fondos suministra-
dos por la Unión Europea. Lamenta-
blemente, estos programas no han
tenido el impacto esperado.

5. El proceso de aprobación del pro-
yecto de ley para la ratificación del
Convenio 138 de la OIT, sobre la
Edad Mínima para el Trabajo Infan-
til, ya cuenta con media sanción de
la Cámara de Senadores. En el año
2002 el Gobierno Nacional impul-
só el proceso de ratificación en una
acción conjunta con organismos
internacionales (UNICEF, OIT) y
organizaciones de la sociedad civil.
Cabe señalar que algunas ONG
(Calle Escuela) han movilizado a
los niños y niñas trabajadores de la

5. Se dicten normas necesarias para
asegurar que no se viole la legisla-
ción internacional y nacional en
materia de trabajo de la niñez. Di-
chas normas incluyen disposiciones
sobre edades mínimas para el tra-
bajo y excluyen asimismo ciertos
tipos de trabajo.
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calle contra la ratificación de dicho
documento, lo que motivó la pe-
nalización al estudio del citado ins-
trumento. En el 2003 las nuevas
autoridades de la Secretaría Nacio-
nal de la Niñez y Adolescencia han
reiniciado la campaña en favor de
la ratificación, con resultados aus-
piciosos. Actualmente el proyecto
de ley se encuentra en la Cámara
de Diputados.

6. El 22 de julio de 2003 fue ratificado
el Protocolo facultativo de la Con-
vención sobre los Derechos del
Niño, relativo a la Venta, Prostitu-
ción Infantil y Utilización de Niños
en Pornografía, por ley n° 1.886.
Asimismo, se encuentra en elabo-
ración el Plan Nacional de Erradi-
cación de la Explotación Sexual
Infantil, en el cual tienen activa par-
ticipación los niños y niñas y las
organizaciones de la sociedad civil.

6. Se implementen políticas públicas
y legislativas encaminadas a otor-
gar adecuado tratamiento al proble-
ma del abuso y la explotación
sexual de niñas y adolescentes, y
asimismo, que se investigue y san-
cione a quienes sean responsables
del abuso y explotación sexual de
niñas, niños y adolescentes. La co-
mercialización sexual de la niñez
ofende no sólo los derechos de las
niñas explotadas, sino que compro-
mete el futuro del Paraguay.

7. El Servicio de Reclutamiento y
Movilización de las Fuerzas Arma-
das está obligado a dar pleno cum-
plimiento a lo establecido en la ley
con respecto al reclutamiento de
menores de la edad reglamentaria
para cumplir con el servicio militar
obligatorio. El Ministerio Público
y la Justicia paraguaya se encuen-
tran investigando la muerte de ni-
ños soldados bajo cumplimiento del
servicio militar.

7. Se cumpla con la ley vigente que
prohíbe el ingreso de menores de
18 años al servicio militar, y se in-
vestigue y sancione la muerte de
menores de 18 años en los cuarte-
les. La muerte de esos niños que
efectuaban ilegalmente el servicio
militar no debe quedar impune.

8. El Código de la Niñez y Adolescen-
cia confiere al adolescente una se-
rie de garantías, tales como la pre-
vención de la salud, ser sometidos
periódicamente a un examen médi-
co, etc. Dicha legislación se carac-

8. Se implementen las medidas ade-
cuadas en materia de salud, a fin de
asegurar un acceso igualitario a to-
dos, tanto en su aspecto cuantitati-
vo como cualitativo.
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teriza por cubrir los distintos aspec-
tos de una protección global de ado-
lescentes y niños.
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La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recomendó en el
2001 al Estado paraguayo:
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�
����������

1. Los avances legislativos más im-
portantes fueron: la Ley 1.600/00
contra la Violencia Doméstica; la
Ley 1680/01 de la Niñez y la Ado-
lescencia, que prevé la atención
prenatal para la madre; el Estatuto
del Educador, que equipara el per-
miso de maternidad con el Código
Laboral. Igualmente fueron ratifi-
cados importantes instrumentos in-
ternacionales, como el Protocolo
facultativo de la Convención para
la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer.

1. Se impulsen las modificaciones le-
gislativas que no se han llevado a
cabo hasta el momento, a fin de lo-
grar una completa protección de las
mujeres contra la discriminación.

2. Se pongan en práctica programas
encaminados a solucionar el proble-
ma de la violencia contra la mujer,
así como la atención y el asesora-
miento de las víctimas.

2. Uno de los avances legislativos fue
la sanción de la Ley 1.600 Contra
la Violencia Doméstica, que consis-
te en una medida cautelar, así como
la ejecución del proyecto Red de
Centros de Iniciativa para el Desa-
rrollo de la Mujer, que brindan a las
mujeres orientación y apoyo inte-
gral.

3. La Secretaría de la Mujer forma par-
te de la Comisión Tripartita de
Igualdad de Oportunidades en el
Empleo; tiene por objeto trabajar en
las políticas vinculadas a la dismi-
nución de las discriminaciones de
género. Asimismo, según el Infor-
me anual 2001 de la Comisión de
Equidad, Género y Desarrollo So-
cial de la Cámara de Senadores, la

3. Se impulsen las medidas adecuadas
para lograr la igualdad laboral en-
tre hombres y mujeres.
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situación laboral de la mujer ha
cambiado en cuanto a su intensidad
y composición.

4. Se promueva la participación de las
mujeres en cargos públicos, en par-
ticular en aquellos puestos que im-
pliquen toma de decisión.

4. El Poder Ejecutivo ha promovido a
mujeres en altos cargos, como en
el Ministerio de Relaciones Exte-
riores, Ministerio de Educación y
Cultura, Secretaría de la Mujer, Se-
cretaría de la Niñez, DIBEN y Vi-
ceministerio de Industria y Comer-
cio. El Proyecto de Formación y
Capacitación Laboral del Ministe-
rio de Justicia y Trabajo ha entre-
gado, a través de la Secretaría de la
Mujer, bonos de capacitación y be-
cas de estudio.

5. El Ministerio de Salud cuenta con
una Política Nacional de Atención
a la Salud Integral de la Mujer.
Como medida de apoyo a adoles-
centes y mujeres en situación de
explotación sexual, se produjo la
firma de un acuerdo con la organi-
zación Luna Nueva.

5. Se pongan a disposición de las mu-
jeres, en especiales las mujeres po-
bres e indígenas, servicios adecua-
dos de salud, así como programas
de información y asistencia en sa-
lud reproductiva.

6. Se promueva la educación bilingüe,
sobre todo en las zonas rurales, y
se incorpore la educación para los
derechos humanos en todos los ni-
veles curriculares, estableciendo la
educación no sexista y el derecho a
la igualdad y la no discriminación
como componentes fundamentales
para el goce y ejercicio de los dere-
chos humanos.

6. La Secretaría de la Mujer cuenta con
un Programa de Igualdad de Opor-
tunidades para las Mujeres en la
Educación.

7. Se tomen las medidas de prevención
necesarias para evitar el agravamien-
to de las condiciones carcelarias de
las reclusas, así como también las
medidas para mejorar su situación y,
en particular, se les otorguen los mis-
mos derechos que a los hombres, so-
bre todo con relación a sus visitas.

7. En este marco se realizan constan-
temente talleres y seminarios nacio-
nales e internacionales sobre géne-
ro, pobreza y empleo.
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8. Se impulsen medidas de acción po-
sitiva encaminadas a lograr la efec-
tividad del principio de no discri-
minación en todos los ámbitos de
la vida pública y privada de las
mujeres, por medio de programas
de información y educación, desti-
nados a eliminar estereotipos sexis-
tas.

8. También se ejecuta un proyecto de-
nominado “Formación y capacita-
ción para la prevención y el trata-
miento de la violencia contra la
mujer”, que cuenta con la coopera-
ción de la Agencia Canadiense de
Cooperación para el Desarrollo In-
ternacional (ACDI).
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La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recomendó en el
2001 al Estado paraguayo:

1. El Estado está comprometido a en-
contrar una solución que beneficie a
los pueblos indígenas del Paraguay
que reclaman la restitución de tierras,
y en particular en los casos someti-
dos ante el Sistema Interamericano,
y como medida de urgencia conside-
ra que lo más conveniente es explo-
rar, con los directos afectados, luga-
res alternativos de igual extensión y
calidad que los de las tierras recla-
madas, para trasladar a dichas comu-
nidades, con su previo consentimien-
to, de conformidad con el Convenio
169 de la OIT y la legislación nacio-
nal, sin perjuicio de los trámites ad-
ministrativos del INDI para la com-
pra directa de las tierras reclamadas
o, en su caso, la sanción y promulga-
ción de leyes de expropiación por
causa de utilidad pública.

1. Que se apliquen y lleven a la prácti-
ca sin mayor dilación las disposi-
ciones de la Constitución paragua-
ya respecto al respeto y la restitu-
ción de los derechos a la propiedad
comunitaria de los pueblos indíge-
nas y al otorgamiento gratuito de
tierras en extensión y calidad sufi-
cientes para la conservación y el
desarrollo de sus formas de vida.

2. El Estado velará por el cumplimien-
to de esta recomendación.

2. Que se respeten, fiscalicen y pro-
muevan los derechos laborales se-
gún lo establece la legislación la-
boral paraguaya, en concordancia
con lo preceptuado en el artículo 20
del Convenio 169 de la OIT.
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3. Que se aseguren los fondos para dar
cumplimiento a lo anterior

3. A fin de dar cumplimiento a los
compromisos de restitución de tie-
rras ancestrales de comunidades
indígenas, actualmente existe un
proyecto de Ley de Ampliación
Presupuestaria a favor del Institu-
to Nacional del Indígena (INDI).
El citado proyecto tuvo sanción
favorable de la Cámara de Dipu-
tados y fue remitido para su estu-
dio a la Cámara de Senadores, la
cual lo rechazó. Actualmente se
encuentra nuevamente en la Cá-
mara de origen (Diputados) para
su consideración. Cabe señalar
que el presidente del INDI, con-
juntamente con líderes de diferen-
tes parcialidades indígenas del
Paraguay, mantuvo un encuentro
con el presidente de la República
en la sede gubernativa, en la cual
el presidente de la República, Ni-
canor Duarte Frutos, adelantó su
apoyo a las comunidades indíge-
nas del Paraguay y su respaldo a
las gestiones del INDI para reivin-
dicar los derechos reclamados por
los pueblos indígenas, entre ellos
el derecho a la tierra.

4. El Congreso de la Nación tiene fa-
cultades privativas para incidir so-
bre las solicitudes de expropiación.
No existen normas tales como las
que refiere la CIDH; lo que existió
fue un proyecto de Ley de Reforma
del INDI, que fue retirado del Con-
greso por el Poder Ejecutivo para
realizar consultas con los directos
beneficiarios, las comunidades in-
dígenas del Paraguay. El Consejo de
Coordinación de Organizaciones
Nativas (CCON) ha presentado for-

4. Que se resuelvan favorablemente
las solicitudes de reivindicación de
tierras planteadas por las comuni-
dades indígenas en trámite ante la
autoridad administrativa y legisla-
tiva de la Nación, dejando para ello
sin efecto las normas regresivas dic-
tadas a finales del año 2000. Con
respecto a las reivindicaciones ya
resueltas la Comisión Interamerica-
na recomienda se les otorgue titu-
lación a nombre de las respectivas
comunidades.
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malmente al gobierno las conclusio-
nes del Primer Congreso Indígena
del Paraguay, llevado a cabo del 10
al 12 de octubre de 2003, en el cual
participaron líderes de las 13 par-
cialidades indígenas del país. Las
propuestas de intervención y res-
tructuración del INDI y la modifi-
cación de la ley 904 serán debida-
mente estudiadas por el gobierno.

5 y 6. El INDI, conjuntamente con el
Ministerio de Salud, el Ministerio
de Justicia y Trabajo, el Ministerio
de Educación y Cultura y el Servi-
cio de Emergencia Nacional del
Ministerio del Interior, han brinda-
do asistencia médica, provisión de
víveres y educación. Uno de los
principales problemas del INDI es
la falta de recursos. La Fundación
Primera Dama de la Nación ha rea-
lizado una importante gestión para
la obtención de financiamiento y
cooperación externa a fin de impul-
sar y ejecutar programas de apoyo
integral a comunidades indígenas.
Igualmente llevó a cabo el lanza-
miento de un programa de asisten-
cia sanitaria, odontológica, sanea-
miento ambiental y provisión de
medicamentos. En el primer mes de
su gestión, el presidente Nicanor
Duarte Frutos se trasladó al Chaco
paraguayo para conocer y verificar
el estado de las comunidades indí-
genas que estaban padeciendo difi-
cultades por la prolongada sequía
en la zona. Luego de la visita, va-
rias instituciones gubernamentales,
con apoyo de empresas privadas y
organizaciones no gubernamenta-
les, realizaron una campaña soste-

5. Que se dé cumplimiento al decreto
presidencial n° 3.789, del 23 de ju-
nio de 1999, que declaró en estado
de emergencia a las comunidades
indígenas Yakye Axa y Sawhoya-
maxa del pueblo Enxet y reconoce
que han sido privadas del acceso a
los medios de subsistencia tradicio-
nales ligados a su identidad cultu-
ral, acceso que el derecho ordena
restablecer.

6. Que se adopten a la brevedad las
medidas necesarias en favor de las
comunidades indígenas para mejo-
rar la implementación y el acceso a
los servicios de salud. Que se reali-
cen acciones de salud preventiva y
de asistencia sanitaria, con especial
énfasis en los esfuerzos para dismi-
nuir las altas tasas de desnutrición,
mortalidad infantil y tuberculosis,
y combatir y prevenir el mal de
Chagas y la malaria.
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7. Que se mejoren los servicios edu-
cativos y su calidad, respetando la
diversidad cultural y haciendo efec-
tivo el derecho a una educación pri-
maria obligatoria y gratuita, inclu-
yendo las medidas educativas ne-
cesarias para disminuir la tasa de
deserción y el analfabetismo.

8. Que se adopten las medidas necesa-
rias para proteger del deterioro eco-
lógico al hábitat de las comunida-
des indígenas, con especial énfasis
en la protección de los bosques y
las aguas, básicos para su salud y
supervivencia como comunidades.

7 y 8. El Estado velará por el cumpli-
miento de esta recomendación, y las
medidas fueron trasladadas a las
autoridades nacionales competentes
(Fiscalía del Ambiente, Secretaría
del Medio Ambiente).

nida de provisión de agua y víveres
indispensables para tales comuni-
dades, al igual que asistencia sani-
taria.




